Radicación: 66001-22-04-000-2020-00158-00

Accionante: Uber Herney García Bedoya
Accionado: Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado
Decisión: Declara improcedente

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA / DENTRO DEL PROCESO EN CURSO / SOLICITUD DE LIBERTAD POR VENCIMIENTO DE TÉRMINOS.
… es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

El artículo 229 de la Constitución Política, hace referencia al derecho que les asiste a todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. 

La activación del aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto…
Desde ese punto de vista, lo primero que se ha de dejar en claro es que el escenario por excelencia con el que cuentan los sujetos pasivos de una actuación judicial para reclamar la garantía de sus derechos mínimos, en especial aquellos relacionados con el debido proceso y la defensa, es al interior del proceso y ante el Juez de la causa; ello, en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica…
En casos como el del señor Uber Herney, quien pretende la concesión de la libertad por vencimiento de términos, el mecanismo por excelencia, acorde con lo dicho arriba, en consonancia con el numeral 8 del artículo que le sigue, esto es 154 del CPP, sería una audiencia preliminar ante Juez de Control de Garantías: “Se tramitará en audiencia preliminar: (…) 8. Las peticiones de libertad que se presenten con anterioridad al anuncio del sentido del fallo.”

Como viene de verse, en el devenir de la actuación penal existen herramientas para garantizar en favor de las partes el respeto por su derecho al debido proceso, sin que sea la acción de tutela un escenario o mecanismo propicio ni idóneo para plantear ese tipo de disputa, de tal suerte que bajo ninguna circunstancia sería el Juez de tutela el llamado a entrometerse en el tema propuesto por el accionante, mucho menos en un término tan perentorio…
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.jpg]
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	Declara improcedente


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del señor UBER HERNEY GARCÍA BEDOYA en contra del JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE PEREIRA y otros.  
ANTECEDENTES FÁCTICOS: 
Narró el accionante que se encuentra privado de la libertad en el EPMSC de Anserma, Caldas, en virtud de un proceso que se sigue en su contra por incurrir presuntamente en el delito de concierto para delinquir agravado, en el que se le impuso una medida de aseguramiento de detención preventiva el 16 de agosto de 2018, por parte del Juzgado Promiscuo Municipal con Funciones de Control de Garantías de Guática, Risaralda. 

El conocimiento del asunto fue asumido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado, tras la radicación del escrito de acusación en el Centro de Servicios Judiciales del SPA por parte de la Fiscalía Segunda Especializada de Pereira, el 6 de diciembre de 2018.
La audiencia de Formulación de la Acusación se programó para el 28 de marzo de 2019, pero no se llevó a cabo porque ni él ni la Defensa fueron notificados en debida forma, de allí que fuera finalmente celebrada el 26 de agosto de 2019, fijándose fecha para la audiencia Preparatoria el 9 de octubre de 2019. 
La diligencia de marras no se pudo desarrollar, puesto que la Fiscalía pidió que se utilizara este espacio para la verificación de un preacuerdo que suscribió con los demás indiciados. Anotó, además, que para esa calenda la medida de aseguramiento había sido prorrogada por un año más, esto es, hasta el 16 de agosto de 2020. 
Una vez más, la audiencia Preparatoria se programó para el día 5 de diciembre de 2019, y nuevamente se vio fracasada porque la Defensa presentó excusa médica, aunado a la negativa de la Fiscalía para hacer entrega de los EMP y EF, situación que persistía para el 15 de enero, que correspondía a la nueva fecha fijada para dicho fin. Se programó la diligencia entonces para el 5 de marzo de 2020, tampoco se realizó, por los mismos motivos.  

Según el accionante, a la fecha de interposición de la tutela, la Fiscalía continuaba sin entregarle información importante para la preparación de su defensa, y así lo concluyó el Juzgado de Familia de Anserma, Caldas en un trámite tutelar adelantado en el mes de diciembre de 2019 al que él acudió para que se le protegiera su derecho a la defensa, pero el Ente Acusador argumentó que la culpa era de su Defensor, sin sustentar tal respuesta con sustentos legales.
En ese sentido, expuso el señor Uber Herney que los diferentes aplazamientos que se han solicitado, han estado relacionados con la negligencia de la Fiscalía en el descubrimiento de la información a la que él tiene derecho; tanto así que el Juzgado Especializado ha encontrado justificados los aplazamientos y no ha solicitado investigaciones. 
Refirió que él ha solicitado su libertad por el vencimiento de los términos para las actuaciones, pero los Jueces que han conocido de dichos pedimentos no han sido lo suficientemente equitativos al momento de resolver su asunto, dejándose llevar por lo que argumenta la Fiscalía y tomando decisiones en su contra “por convicción”, entonces, aunque varios jueces se han pronunciado al respecto, ninguno se pone de acuerdo para resolver algo “tan insignificante como contar los días que lleva detenido”. 
Por otra parte, el accionante aludió que en la Fiscalía Doce Local de Quinchía, Risaralda, se está tramitando una denuncia que él instauró en contra de unos Funcionarios de la Policía por el delito de “acto arbitrario e injusto y abuso de autoridad”, pero hasta ahora ese Despacho no se ha pronunciado al respecto. Así mismo, instauró una denuncia por el Hurto de una motocicleta en el municipio de Guática, y si bien los Uniformados han manifestado conocer el paradero del automotor, no se ha tomado ninguna medida. 

Lo anterior, en sentir del señor Uber Herney, demuestra que las autoridades del Estado parecieran tener los mismos lineamientos para proceder en perjuicio de él. 

En suma, para el libelista, se ha vulnerado su derecho a la libertad, porque los Jueces le han negado su derecho a la libertad por vencimiento de términos; al debido proceso, porque pese al vencimiento de términos, los funcionarios no han manifestado sus impedimentos o recusaciones; a la Defensa, porque la Fiscalía insiste en presionarlo con una medida de detención intramural, sin reconocerle el derecho al acceso a elementos probatorios para poder preparar su defensa; a la recta impartición de justicia, porque aunque en su proceso existen irregularidades, los funcionarios judiciales han omitido la práctica de pruebas para estudiar las situaciones planteadas; a la igualdad, porque hay otros sindicados en las mismas condiciones, o aún más gravosas, y acceden a sus derechos, mientras que a él se le aplican normas desfavorables. Finalmente, lleva más de 500 días detenido y sin haber propiciado aplazamiento, pues tan solo ha reclamado sus derechos. 
PRETENSIONES:
Con base en todo lo dicho, el accionante solicitó el amparo de los derechos fundamentales invocados, y como consecuencia de ello, se le ordene a la Fiscalía General de la Nación iniciar las investigaciones correspondientes en contra de los funcionarios encargados de su proceso judicial, así como a los encargados de la investigación que cursa en contra de los servidores de Policía que adelanta la Fiscalía 12 Seccional de Quinchía; así como la denuncia instaurada por el hurto de un automotor, que se encuentra en poder del señor “Alexander Soto”. 
Finalmente, se inicie investigación en contra de los Jueces con Funciones de Control de Garantías que se han pronunciado en relación con sus solicitudes de libertad condicional, y de ser posible, se le otorgue dicho subrogado haciendo un estudio de ley, y no basado en las palabras de la Fiscalía. 

ANTECEDENTES PROCESALES:
· El presente asunto se repartió inicialmente en la Sub Sala Nro. 3 de Decisión de Tutelas de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, por cuanto el señor Uber Herney había señalado como uno de los accionados a la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales; pero en esa ocasión, el H. Magistrado Ponente, Dr. Gerson Chaverra Castro, sostuvo que “Escrutado el sustento fáctico relacionado en el libelo no se menciona ninguna acción u omisión relacionada con el Tribunal que se pretende convocar al presente trámite y la Corte tampoco lo advierte de los anexos que acompañan la demanda.” y, que “en el asunto bajo estudio, conforme a las reglas de reparto corresponde conocer al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, por ser esa Corporación el superior jerárquico tanto de las autoridades jurisdiccionales accionadas como de los Juzgados ante los cuales actúan las delegadas de la Fiscalía General de la Nación convocadas a este diligenciamiento.”
· El asunto, en consecuencia, fue repartido a la Dra. Luz Stella Ramírez Gutiérrez, integrante de esta Colegiatura, quien, al revisar el contenido de la demanda, avizoró que se encontraba inmersa en una causal de impedimento, porque hasta hace poco fungió como titular del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de la ciudad, y en dicho escenario accedió a una de las solicitudes de aplazamiento formuladas por la Defensa en el proceso penal en cuestión. 

· Así las cosas, la actuación arribó al Despacho del Magistrado que le seguía en turno, quien hoy funge como ponente, para que se pronunciara frente al aludido impedimento, el cual fue aceptado en Sala por los restantes miembros. 

· Seguidamente, se profirió el auto admisorio, en el que se ordenó correr traslado a los Juzgados Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira y Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Guática, Risaralda; y las Fiscalías Segunda Especializada de Pereira y Doce Local de Quinchía, Risaralda; además, se ordenó vincular a todas las partes y sujetos intervinientes dentro de la actuación penal objeto del disenso. 
· De igual manera, en días posteriores, se ofició al Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio – Pereira- para que certificara si el accionante ha elevado alguna solicitud de libertad por vencimiento de términos ante los Jueces de Control de Garantías, y de ser así, informara qué Despachos Judiciales han conocido del asunto. También se ordenó oficiar a la Secretaría del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales, Caldas, para que allegara copia de las decisiones de primera y segunda instancia adoptadas dentro del trámite de Hábeas Corpus Rad. 17001220400020200019800 promovido por el señor García Bedoya, así como el escrito contentivo de la solicitud. 
Además, como quiera que del link https://consultaprocesos.ramajudicial.gov.co/ Procesos/NombreRazonSocial se desprendía que al parecer los Juzgados 1º, 2º y 5º con Funciones de Control de Garantías de Pereira, así como el 7º Penal del Circuito de Pereira, se han pronunciado frente a sendas solicitudes de libertad elevadas por el accionante, se ordenó para que expresaran sobre el asunto lo que a bien consideraran, y además allegaran copia de las actas de audiencia y sus respectivos registros. También se ordenó oficiar a los Juzgados de Familia del Circuito de Anserma, Caldas, para que informaran cuál de ellos conoció de un trámite constitucional de tutela promovido por el señor Uber Herney en contra de la Fiscalía 2º Especializada De Pereira y alleguara copia del libelo petitorio y las decisiones adoptadas. En igual sentido, se requirió a la titular de la Fiscalía 2º Especializada de Pereira para que informara si el señor García ha promovido otras acciones de igual o distinta naturaleza en que haya elevado idénticas pretensiones a las aquí formuladas.
· Más adelante, se le pidió al Juzgado Promiscuo Municipal de Guática que informara cuál fue la decisión adoptada en la solicitud de libertad deprecada por el hoy accionante, así como los motivos en que se cimentó, y en qué términos se había fundado la misma.
· Finalmente, se ordenó la vinculación de la Dirección Nacional de Defensoría Pública y de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 

INTERVENCIONES: 
JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO: A través de un memorial suscrito por la Secretaria del Despacho, dado que el titular de permiso se encontraba gozando de permiso, indicó que: 

· Ese Despacho está conociendo el proceso penal con radicado 665946000063201700114, tramitado en contra del señor Uber Herney García Bedoya, por el delito de Concierto para delinquir agravado, en concurso con Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, mismo que se recibió con escrito de acusación el 12 de diciembre de 2018.

· Que se había fijado como fecha para llevar a cabo audiencia de Formulación de Acusación el 26 de marzo de 2019, pero la misma no se realizó porque solo hicieron presencia algunos de los acusados quienes se encontraban privados de la libertad, la defensora pública no asistió por no haber sido notificada de la audiencia y porque tampoco se logró la conexión virtual con los demás acusados en centro carcelario; fue así como se fijó como fecha para llevar a cabo la audiencia el 26 de agosto de 2019 cumplida con éxito.

· La audiencia preparatoria fue programada para el 9 de octubre de 2019, pero en vez de esta, y por considerarse pertinente, se celebró audiencia de validación de preacuerdo suscrita entre la Fiscalía y los demás coprocesados, fijándose fecha para la audiencia Preparatoria el 5 de diciembre de 2019, la cual no pudo desarrollarse porque la Defensa no compareció; fue así como se reprogramó el asunto para el 15 de enero de 2020, pero tampoco se realizó, porque nuevamente se presentó la inasistencia del entonces Defensor, en contra de quien se compulsaron las copias respectivas para que fuera investigado disciplinariamente; así mismo, se ofició a la Defensoría Regional del Pueblo, para que se relevara al Defensor Público de dicho encargo y se designara otro profesional que asumiera la defensa técnica del señor García Bedoya. 
La audiencia se programó para el 5 de marzo de 2020. El 4 de febrero de 2020, la Defensoría Regional del Pueblo informó que se designó a la abogada Fanny Pérez Benjumea, como defensora del señor García Bedoya. El 5 de marzo de 2020, se instaló la audiencia preparatoria, pero la defensora solicitó el aplazamiento porque se encontraba a la espera de obtener copia de algunos elementos materiales probatorios que se hallaban en el almacén de evidencias; el Juzgado encontró justificada la solicitud de aplazamiento y señaló como nueva fecha la del 3 de julio de 2020. 
El 3 de julio de 2020, se instaló la audiencia preparatoria, pero esta no se pudo celebrar por una nueva solicitud que en tal sentido deprecara la defensora, quien señaló que debido al aislamiento decretado por la emergencia sanitaria, los investigadores de la defensoría se encuentran confinados y no han podido realizar labores de campo. En esa oportunidad, aunque el Despacho accedió otra vez al aplazamiento, sí manifestó su preocupación por lo reiterativo de dicha petición, siempre por causas atribuibles a la defensa del señor García Bedoya, lo cual debía ser considerado por el funcionario competente al momento de resolver sobre la libertad del procesado por un eventual vencimiento de términos. 
Se fijó una nueva fecha para llevar a cabo la audiencia, el 3 de agosto de 2020, y el día en que se habría de celebrar, se recibió otra solicitud de aplazamiento por parte de la Defensa, por no contar con algunos elementos materiales probatorios que resultan relevantes para el adecuado ejercicio de la defensa técnica de su representado; el Juzgado accedió, en garantía de los derechos a la defensa y debido proceso del señor Uber Herney. 

La nueva fecha quedó para el 21 de octubre de 2020; el 20 de octubre de 2020, se recibió nueva solicitud de aplazamiento por parte de la Defensa, quien adujo no contar con la información ni los medios de prueba suficientes y necesarios que requiere para hacer las solicitudes probatorias a fin de enfrentar el juicio en condiciones de igualdad y en garantía al derecho de defensa del Procesado. Pese a ello, el 21 de octubre de 2020 el Despacho instaló la audiencia y dejó constancia de la solicitud de aplazamiento presentada por la defensora, haciendo énfasis en los múltiples aplazamientos que ha tenido el proceso por cuenta de ese interviniente aduciendo la misma situación desde el mes de marzo; seguidamente el Juez requirió a la defensora para que aclarara si la situación que aduce en sus múltiples solicitudes de aplazamiento la ha socializado con el acusado, quien ha interpuesto pluralidad de acciones constitucionales contra la Judicatura para procurar sus libertad, e indagó, si le ha explicado que es esa una carga que posiblemente un Juez de Control de Garantías tendría en cuenta en disfavor del procesado a la hora de solicitar una libertad por vencimiento de términos, poniendo además de presente que una reprogramación involucraría que la nueva audiencia podría extenderse hasta enero o febrero de 2021, teniendo en cuenta la proximidad de la vacancia judicial; a lo preguntado, la Defensa respondió que su actividad defensiva no corresponde a maniobras dilatorias y que la situación que ha puesto de presente es ampliamente conocida por su prohijado quien es el más interesado en que se realicen las labores de investigación en su defensa técnica. Aclaró que la Defensoría del Pueblo tiene restringido el “trabajo de campo” por una directriz nacional y la defensa del señor Uber requiere varias acciones de esa naturaleza con desplazamiento a otros municipios del Departamento, para lo cual, tampoco hay autorización, sin que pudiera precisar cuánto tiempo requiere para preparar la defensa técnica. 
En esa ocasión, el acusado le manifestó al Despacho que es consciente de la solicitud de aplazamiento y entiende que no hay una fecha cercana para reprogramar la audiencia y que ésta se puede extender hasta enero o febrero de 2021, lapso que un Juez de Control de Garantías podría considerar como carga de la defensa y no podría alegarse una libertad por vencimiento de términos. 
En el mismo acto procesal, la Representante del Ministerio Público dejó constancia de su preocupación por la directriz que aludió la Defensa, al resultarle incomprensible que exista una directriz de la Defensoría del Pueblo que afecta indefinidamente los derechos de las personas procesadas, y en tal sentido, aseguró que iniciaría una gestión para procurar que se brinde solución a la defensa en este caso. 
El Juzgado accedió a la solicitud de aplazamiento y dispuso además oficiar a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y al Nivel Central, para que se autorizara las labores de campo que requirió la abogada defensora a sus investigadores. Finalmente, se fijó como fecha y hora para llevar a cabo la audiencia preparatoria el día 02 de febrero de 2021 las 7:00 de la mañana. 
JUZGADO PROMISCUO DE FAMILIA DE ANSERMA CALDAS: su titular refirió que allí se tramitó una acción de tutela presentada por el señor Uber Herney García Bedoya, en contra del Comandante de la Estación de Policía de Guática, pero el amparo constitucional fue negado porque él contaba con otros mecanismos judiciales para su protección. 

SECRETARÍA DE LA SALA PENAL DEL TS DE MANIZALES: remitió copia del escrito y de las providencias de primera y de segunda instancia dentro del trámite de Hábeas Corpus Rad. 17001220400020200019800 promovido por el señor García Bedoya.
CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES DEL SPA DE PEREIRA: indicó que según el aplicativo de reparto de esa Dependencia, se encontraron 3 actas de reparto en el grupo de solicitud de libertad dentro del radicado 665946000063201700114, en favor del ciudadano Uber Herney García Bedoya, así: septiembre 18 de 2019 Juzgado 5° Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira; junio 24 de 2020 Juzgado 1° Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira y agosto 20 de 2020 Juzgado 2° Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Pereira
DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL RISARALDA: allegó copia de las actuaciones realizadas y consignadas en el sistema Visión Web por la Defensora Pública Fanny Pérez Benjumea en el caso donde es usuario el señor Uber Herney García Bedoya.
Es de anotar que todo lo que dijo en su extenso escrito, no tiene nada que ver con el contexto de la acción de amparo deprecada por el accionante, al hacer alusión a las contingencias suscitadas por el Covid-19, en relación con el hacinamiento presentado en las diferentes cárceles y centros de detención preventivos que aumenta el riesgo de los reclusos de contagiarse con el virus y el trámite de la detención domiciliaria transitoria. 

JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA: expuso que a ese Juzgado le correspondió conocer una solicitud de libertad por vencimiento de términos, dentro de la actuación con radicado 6654946000063201700114 y, adelantado contra Uber Herney García Bedoya por el delito de concierto para delinquir; que la fecha prevista para resolver esa petición se fijó por parte del Centro de Servicios Judiciales para el 16 de octubre de 2019, pero la diligencia no pudo desarrollarse porque la abogada adscrita a la Defensoría Pública que representaba los intereses de procesado manifestó no tener argumentos para invocar esa libertad, y resaltó que no podía continuar con dicho rol, pues él la había tratado de manera denigrante, y denunciado ante la Defensoría Pública y la Procuraduría.
Aclaró que se esperaba fijación de una nueva fecha cuando se asignara otro defensor, pero lo cierto es que no se convocó a ninguna otra audiencia por parte de la oficina de apoyo.
JUZGADO ÚNICO PROMISCUO MUNICIPAL DE GUÁTICA: Sostuvo que ese Despacho realizó audiencia preliminar de solicitud de libertad por vencimiento de términos invocado por el señor Uber Herney García Bedoya, en las calendas del 3 de junio de 2020, petición que fue denegada, toda vez que el tiempo que él alegaba para la concesión de esa gracia liberatoria no se ajustaba a derecho, por cuanto ha sido el mismo procesado quien ha dilatado el proceso por cambio de defensores, y las múltiples solicitudes de aplazamiento de las audiencias de acusación y preparatoria por parte de la defensa, así las cosas, el tiempo que ha transcurrido hasta la última fecha de la audiencia preparatoria no se le puede cargar a la fiscalía sino al investigado que ha dilatado el proceso. Agregó que la decisión fue confirmada por el Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía. 
FISCALÍA 12 LOCAL DELEGADA ANTE LOS JUZGADOS PENALES MUNICIPALES DE GUÁTICA Y QUINCHÍA: refirió que, según se refleja en el sistema misional SPOA de la FGN, en ese Despacho cursa investigación penal por delito de abuso de confianza Rad. 666826106557202000223, donde funge como querellante el señor García, asignada apenas el día 15 de octubre de 2020, y explicó que desde antes de la fecha de asignación de la noticia criminal, la Fiscalía 12 Local, la 29 Seccional y los Juzgados Municipal y del Circuito de esa localidad, se encontraban en proceso de preparación para el traslado de sede, por lo que solo hasta el jueves 29 de octubre.

Argumentó que en ese caso se hace necesaria la realización de un programa metodológico para ampliar la información contenida en la denuncia, pues la misma carece de datos suficientes para continuar con el desarrollo normal de la investigación penal, aunado a que no se sabe en donde se cometió la acción, y todo parece indicar que sucedió en el municipio de Santa Rosa de Cabal, aclarando que, de ser ello así, el Despacho perdería la competencia y procedería al traslado de las diligencias a la fiscalía correspondiente. 
Por otra parte, en lo que tiene que ver con la denuncia interpuesta por el hoy accionante por el delito de abuso de autoridad por acto arbitrario o injusto Rad. 660016000036201901759, dijo que en efecto, esa Oficina adelantó dicha investigación con indiciado en averiguación, que en su momento elaboró el programa metodológico a través del cual, la investigadora del CTI realizó algunas actividades que plasmó en informe de campo, con lo que se pudo establecer la atipicidad de los hechos denunciados y se procedió al archivo de las diligencias. 

Mencionó que al momento de la notificación de la tutela, la carpeta investigativa se encontraba en poder de la representante del Ministerio Público, para la firma de notificación de archivo, sin que entonces se hubiera podido realizar dicha notificación al accionante por no contar con la carpeta para tal fin. 
Solicitó declarar improcedente la presente tutela, pues jamás hubo vulneración a los derechos reclamados por el accionante. 
JUZGADO PRIMERO PENAL MUNICIPAL CON FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTÍAS DE PEREIRA: explicó que a ese Despacho se le asignó el conocimiento de una solicitud de libertad por vencimiento de términos deprecada por el ahora accionante, pero, comoquiera que los hechos del proceso tuvieron ocurrencia en el municipio de Guática, se remitió por competencia la solicitud al Despacho Judicial de esa localidad. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico:

Del escrito de tutela presentado por el señor Uber Herney García Bedoya se desprenden diversos problemas jurídicos; el principal de aquellos, en sentir de la Sala, consiste en dilucidar si la acción de amparo constitucional resulta ser el mecanismo jurisdiccional idóneo para concederle la libertad por vencimiento de los términos procesales que se permiten entre la acusación y la instalación del juicio oral. 
Adicionalmente, se deberá establecer si hay lugar a compulsar copias a la autoridad disciplinaria competente, Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, por las supuestas irregularidades en que incurrieron los Despachos Judiciales que se han pronunciado frente a pretéritas peticiones de libertad por vencimiento de términos impetradas a través de las audiencias ordinarias ante Juez de Control de Garantías, como mecanismos de idéntica naturaleza a las que nos concita, como lo es la acción constitucional de Hábeas Corpus. 

Finalmente, deberemos verificar si la Fiscalía 12 Local Delegada ante los Juzgados Penales Municipales de Guática y Quinchía vulneró los derechos del accionante, por no realizar ninguna gestión con respecto a dos denuncias que él impetró y cuyo conocimiento se le asignó a esa Oficina. 
3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el Constituyente Primario para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

Sin embargo, es pertinente mencionar que el inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del aludido Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos invocados, o que de procederse a él, se estaría poniendo al solicitante ante el riesgo de sufrir un perjuicio irremediable.

El artículo 229 de la Constitución Política, hace referencia al derecho que les asiste a todas las personas residentes en Colombia de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. 

La activación del aparato judicial, implica que los trámites y procesos se lleven con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto, por ello, la máxima guardiana de la Constitución ha dicho:
“… 6.6. Por razón de su vinculación directa con el debido proceso y con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad, el acceso a la administración de justicia se define también como un derecho medular, de contenido múltiple o complejo, cuyo marco jurídico de aplicación compromete, en un orden lógico: (i) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (ii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas; (iii) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso y, entre otros, (v) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos. (…)”

Desde ese punto de vista, lo primero que se ha de dejar en claro es que el escenario por excelencia con el que cuentan los sujetos pasivos de una actuación judicial para reclamar la garantía de sus derechos mínimos, en especial aquellos relacionados con el debido proceso y la defensa, es al interior del proceso y ante el Juez de la causa; ello, en garantía de la preservación del principio de seguridad jurídica, porque es claro que las distintas autoridades judiciales han sido revestidas de una serie de competencias asignadas por la ley, sobre las cuales sólo de manera excepcionalísima habría lugar a la intervención del Juez Constitucional de tutela. 

Ahora, resulta de utilidad mencionar que durante el término de duración del proceso, existen algunos debates que escapan del discernimiento de los Jueces de conocimiento, y son aquellos asuntos considerados como preliminares, esto es, previos al proferimiento de una sentencia, y que tienen un fin diferente a los ejes temáticos que se desarrollan en las audiencias de Formulación de la Acusación, Preparatoria, o de Juicio Oral, Vrg. el control jurisdiccional en materia de limitación del derecho a la libertad de las personas en contra de quienes se sigue una actuación penal, cuyo conocimiento se le asigna a Jueces que también desempeñan un rol de índole Constitucional, y son aquellos que cumplen funciones de Control de Garantías, tal como lo consagra el artículo 153 del CPP.

En casos como el del señor Uber Herney, quien pretende la concesión de la libertad por vencimiento de términos, el mecanismo por excelencia, acorde con lo dicho arriba, en consonancia con el numeral 8 del artículo que le sigue, esto es 154 del CPP, sería una audiencia preliminar ante Juez de Control de Garantías: “Se tramitará en audiencia preliminar: (…) 8. Las peticiones de libertad que se presenten con anterioridad al anuncio del sentido del fallo.”
Como viene de verse, en el devenir de la actuación penal existen herramientas para garantizar en favor de las partes el respeto por su derecho al debido proceso, sin que sea la acción de tutela un escenario o mecanismo propicio ni idóneo para plantear ese tipo de disputa, de tal suerte que bajo ninguna circunstancia sería el Juez de tutela el llamado a entrometerse en el tema propuesto por el accionante, mucho menos en un término tan perentorio, e involucrando su criterio sin tener mayores medios de conocimiento. 

En el caso bajo estudio, el accionante no parece ser ajeno a lo hasta ahora dicho, pues consta en esta actuación que por múltiples medios ha pretendido hacerse acreedor a la concesión de la libertad por el supuesto vencimiento de términos, bien conocemos que de manera muy reciente el Juzgado Promiscuo Municipal de Guática, Risaralda, ejerciendo funciones de Control de Garantías, se pronunció de manera adversa frente a dicha pretensión, argumentando en su decisión, que data del 3 de junio de 2020, que el Procesado, hoy accionante, no cumple con los requisitos consagrados en el numeral 5º del artículo 317A del CPP, el cual exige como premisa para acceder a la libertad por vencimiento de términos el que hayan transcurrido 500 días contados a partir de la fecha de presentación del escrito de acusación sin que se haya dado iniciación a la audiencia de juicio por causa no imputable al procesado o a su defensa, cosa que no se puede predicar en el caso del señor Uber Herney porque, según ese Despacho, 311 días, de esos más de 500 días de que habla la norma, son atribuibles a la Defensa por sus muchas solicitudes de aplazamiento. 
Es de anotar que ese modo de apreciar la situación del accionante fue avalado por el Despacho que fungió como Ad Quem, o sea, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, quien de manera adicional, sugirió que la Defensa tiene un plazo razonable para recaudar pruebas, pues este no puede ser indefinido, además, la norma al hacer alusión a “causas imputables al procesado o a su defensa” no se refiere únicamente a maniobras dilatorias, sino que basta con que los aplazamientos le sean atribuibles. 

Por otra parte, tenemos pronunciamientos, también de carácter Constitucional, por vía de Hábeas Corpus, tramitado en primera instancia por el Juzgado Penal del Circuito de Anserma, Caldas, y en segunda, por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Manizales, actuación de la cual, cuya decisión en firme, adiada el 8 de septiembre de 2020, se destaca la siguiente aserción que dicho Tribunal, con ponencia de la Magistrada Gloria Ligia Castaño Duque hiciera, tras dar por superado el presupuesto de subsidiariedad de esa acción: 
“… a la fecha han transcurrido 643 días calendario desde la presentación del escrito de acusación. De los cuales, le son imputables a la defensa 279 días. Es decir que han transcurrido 364 días desde que el escrito de acusación fue presentado por la Delegada de la Fiscalía y si bien es un lapso considerable, no satisface la causal liberatoria en favor del actor…
Por manera que al accionante le son exigibles 500 días contados a partir de la presentación del escrito de acusación a fin de que proceda la libertad; no obstante, como pudo avistarse, a la fecha han transcurrido 364 días, desde que la FGN radicó el escrito de acusación, pues 279 días le son imputables a la Defensa, dadas las constantes solicitudes de aplazamiento, que se lograron acreditar en el paginario.”

Es de anotar que el accionante dentro del presente trámite tutelar hizo alusión a un tema de descubrimiento probatorio que para la Sala no es ajeno, pues dice él que los aplazamientos solicitados por él a través de su Defensa, se han debido a que supuestamente la Fiscalía no cumplió en debida forma con ese deber, pero lo cierto es que en el pasado, el señor Uber Herney instauró una acción de tutela en contra del Organismo Acusador por dicha situación, y en esa ocasión, que está cercana a cumplir un año de su proferimiento, esta Corporación precisó que:  

“… de la breve respuesta suministrada por el profesional del derecho que representa los intereses del accionante al interior del aludido proceso penal, en concordancia con lo explicado por la Fiscalía, la Sala pudo conocer que el material probatorio que reclama el señor Uber Herney no está siendo retenido u ocultado por la Fiscalía, sino que se encuentra a disposición de dicho abogado para que de allí tome la información que requiera, aunado a lo cual, se pactó como fecha de entrega del mismo el 19 de diciembre hogaño.” 

Como se puede observar en este asunto, los Despachos involucrados adoptaron decisiones motivadas y debidamente sustentadas, por lo que puede pensarse que lo que busca el accionante es obtener su libertad a como dé lugar, y utilizar esta acción expedita y excepcional como una especie de instancia adicional, en la cual se valoren circunstancias que ya fueron resueltas por la autoridad competente, y después de haber tenido la oportunidad de valorar con detenimiento las pruebas obrantes en el proceso, de manera que acceder a las pretensiones del libelista sería un irrespeto a los principios de autonomía judicial y seguridad jurídica, como así lo ha sostenido la H. Corte Constitucional en diversos pronunciamientos:
“No hace parte de los fines naturales de la acción de tutela el causar incertidumbre jurídica entre los asociados. Por esto, la Corte ha reiterado que la acción de tutela contra providencias judiciales no pretende sustituir al juez natural, ni discutir aspectos legales que ya han sido definidos, o están pendientes de definir. Sin embargo, cuando se desconoce el principio de subsidiariedad, y se intenta usar la acción de tutela como otra instancia u otro recurso de litigio, sin que existan razones evidentes para advertir violaciones a derechos fundamentales, se atenta contra la cosa juzgada y contra la seguridad jurídica.”
 (Negrillas y subrayas por fuera del texto original.)
Lo anterior se traduce en la imposibilidad de modificar por vía de tutela las decisiones que se profieran por parte del Juez natural de la causa concreta, a no ser que se logre evidenciar a simple vista una decisión arbitraria y caprichosa que involucre una vía de hecho, tal como se dijo en párrafos anteriores, ya que es una facultad inherente de los jueces cimentar sus decisiones en la interpretación propia y personal que hacen al analizar los casos que son puestos en su conocimiento, y tal garantía, permite entonces la preservación de los principios de seguridad jurídica, autonomía judicial y del juez natural, partiendo además del hecho de que en las decisiones que toma la judicatura, siempre habrá alguien que resultará “derrotado” o inconforme con aquella, sin que ello implique por sí mismo, una vulneración de sus derechos, siempre y cuando se hayan respetado las bases del debido proceso.  

En ese orden de ideas, encontramos que las sendas decisiones proferidas por los aludidos Despachos Judiciales estuvieron fundamentadas en la interpretación normativa que la Constitución y la Ley les autorizan respecto de las normas aplicables al caso puntual. Desde ese punto de vista, puede la Colegiatura afirmar que no se vislumbra una ausencia de justificación para esas decisiones, de manera que ello coarta de entrada la posibilidad de modificar sus decisiones por medio de esta acción constitucional, al no advertirse la ocurrencia de una vía de hecho que así lo amerite.        

Además, como si no fuera suficiente lo argumentado hasta ahora, debemos poner de relieve que el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, aun cuando ha aceptado cada uno de los reiterados pronunciamientos que deprecara la Defensa, con tal de no coartar tan preciada garantía, sí ha dejado expresa constancia en sus audiencias de la preocupación que tal circunstancia le ocasiona, es de anotar que esa advertencia se le hizo al señor Uber Herney en dos oportunidades, en las que se le advirtió con claridad que “quien hace la solicitud de aplazamiento lleva a su cargo los términos” y también se le preguntó en la última de las audiencias si él era consciente que probablemente una solicitud de libertad por vencimiento de términos no conspiraría en su favor, porque en lo que va de este año, (sin contar con lo acontecido en el inmediatamente anterior) todos los aplazamientos han corrido por su cuenta. 

Por último, con respecto a los reproches formulados en contra de la Fiscalía 12 Local Delegada ante los Juzgados Penales Municipales de Guática y Quinchía, la Sala no hará mayor pronunciamiento, pues en lo que tiene que ver con la denuncia promovida por el accionante por un presunto delito de abuso de confianza, al cual se le asignó el Rad. 666826106557202000223, se estima por la Sala que ese Despacho aún se encuentra dentro de un término razonable para desarrollar la investigación, y es que la denuncia tan solo fue recibida el 15 de octubre de 2020, por lo que resulta insensato que en menos de un mes el señor Uber Herney pretenda obtener resultados. Ahora, en relación con la denuncia interpuesta por el delito de abuso de autoridad por acto arbitrario o injusto Rad. 660016000036201901759, se conoció en esta instancia que la Fiscalía decidió archivar dicho asunto el 5 de agosto de 2020.
Por lo dicho hasta ahora, la Sala habrá de declarar la improcedencia de la presente acción. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE: 

PRIMERO: DECLARAR LA IMPROCEDENCIA de la tutela invocada por el señor UBER HERNEY GARCÍA BEDOYA en contra del JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO y otros, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso, se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

   (Con impedimento fundado)
LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Sentencia C-207 de 2003 Corte Constitucional


� Fallo de tutela del Pereira, 18 de diciembre de 2019, aprobado mediante Acta No. 1139 


� Corte Constitucional, sentencia T-211 de 2009, M.P. Dr. Luís Ernesto Vargas Silva. 
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